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PRESENTACIÓN



1.- Que el instituto de la caducidad en el ámbito laboral

está falto de un estudio, a pesar de tratarse de una de las

figuras que paradójicamente provoca una abundantísima

jurisprudencia, es algo que debiera sorprendernos; sin embargo,

sucede algo parecido en otras ramas del ordenamiento jurídico,

y en concreto en el Derecho civil, en cuyo ámbito ha surgido y

se ha configurado la institución de la caducidad, y en donde,

salvo una reciente obra, para la gran mayoría de autores y

tratadistas españoles del Derecho civil, el instituto jurídico

citado no les ha merecido especial atención, ubicándolo,

generalmente, en el capítulo dedicado al estudio de la

prescripción extintiva, en ocasiones como una variedad de la

misma, y, en otras, como un instituto de naturaleza jurídica

distinta a la figura prescriptiva aunque con notables similitudes

con ésta, lo que ha supuesto que, en la mayoría de casos, los

autores se limiten a señalar las diferencias esenciales

existentes entre la caducidad y la prescripción sin profundizar

en las características singulares y genuinas de la figura

caducitaria.

En este estudio sobre la caducidad en el Derecho laboral se

pretende, fundamentalmente, delimitar el citado instituto en el

marco del Derecho laboral en sentido estricto, excluyendo, pues,

por razones metodológicas, el régimen de la Seguridad Social.

A tal fin, se ha sistematizado el estudio en dos partes; la

primera, compuesta de tres capítulos, se destina a la exposición



de la teoría de la caducidad en su propia sede, es decir, en la

del Derecho material, y por tanto a su estudio, tanto en el orden

civil, como figura general del ordenamiento jurídico, como en el

orden laboral, al que, obviamente, dado el tema objeto de este

estudio, se dedica un análisis pormenorizado de todos y cada uno

de los elementos que configuran el régimen jurídico de la

caducidad.

En esta primera parte se procede a una sistematización de

la teoría de la caducidad mediante el análisis y la síntesis de

las diversas posiciones y tesis doctrinales y jurisprudenciales

sobre dicho instituto.

Aunque una gran parte del contenido de los tres capítulos

que conforman esta parte primera se dedica a la exposición

sistematizada de dichas tesis, ello no impide que el autor de

estas líneas exprese, a su vez, su punto de vista y extraiga

sobre las mismas las oportunas conclusiones que sirven para

apoyar o corroborar su propia teoría sobre la caducidad, que, por

otro lado, es tributaria en gran medida de aquellas doctrina y

jurisprudencia que considera más sanas y acertadas.

En la segunda parte -compuesta de un capítulo- se procede

al examen de la caducidad en el proceso, tanto el civil como el

laboral.

2.- Los tres primeros capítulos se han sistematizado de la

forma siguiente: el primero se destina al estudio del concepto



y fundamento de la caducidad. El segundo capítulo se dedica a la

configuración del ámbito objetivo de la caducidad, así como a su

clasificación, precediéndose en el capítulo tercero a la

sistematización de su régimen jurídico.

Debe advertirse que, salvo un reciente trabajo, la doctrina

civilista de nuestro país no ha abordado en profundidad el tema

de la caducidad. Por tal motivo, no debe extrañar que la mayor

parte de las discrepancias doctrinales que mantiene el autor de

este trabajo tengan como punto de referencia ese único estudio

monográfico sobre la caducidad, estudio que, al margen de las

divergencias puntuales que respecto a determinados temas

mantenemos con el autor del mismo, merece ser destacado, sobre

todo, por su meritoria y excelente sistematización de los

perfiles jurídico-materiales de la caducidad.

En cambio, y habida cuenta de que la caducidad fue acogida

en nuestro Ordenamiento por la jurisprudencia y que ésta es

abundantísima en dicha materia, sobre todo en el ordenamiento

laboral, se han manejado numerosas sentencias que han servido

para trazar y sostener, en gran parte, la concepción teórica de

la caducidad que se ofrece en este trabajo, tarea que se ha

complementado con las escasas pero valiosas aportaciones sobre

el tema -o colaterales al mismo- realizadas por la doctrina

científica, tanto civilista como laboralista.

3.- Una vez delimitados en la primera parte los contornos

jurídico-materiales de la caducidad, en la segunda parte -el



capítulo cuarto- se procede a la configuración y examen de dicho

instituto en el proceso, tanto civil como laboral, partiéndose

para ello de los estudios de la doctrina científica procesalista

y de los criterios jurisprudenciales.

Este cuarto capítulo con sus dos apartados -el civil y el

laboral- se estructura en dos bloques temáticos. En primer lugar

se estudia el factor temporal en los actos procesales y se

exponen y analizan los elementos comunes y las diferencias

existentes entre los plazos preclusivos procesales y los plazos

de caducidad.

El segundo bloque, que trata sobre la forma de operar la

caducidad en el proceso, tiene como objeto remarcar la forma de

apreciación de la caducidad en el proceso, tanto civil como

laboral.

Con todo, y para evitar reiteraciones innecesarias, en el

desarrollo de este capítulo se efectúan las oportunas remisiones

a lo ya tratado con carácter general en el apartado primero

relativo al proceso civil -generalmente las referidas a su primer

bloque temático-, mientras que se estudian con mayor detenimiento

aquellos temas que inciden específicamente en el examen de la

caducidad en el proceso laboral, tanto en la instancia como en

la suplicación y en la casación.



PARTE PRIMERA



CAPITULO PRIMERO

CONCEPTO Y FUNDAMENTO DE LA CADUCIDAD



I.- ORIGEN Y EVOLUCIÓN HISTÓRICA DEL CONCEPTO DE CADUCIDAD

1.- Los orígenes doctrinales de la caducidad

El instituto jurídico de la caducidad, como vienen

repitiendo los manuales y tratados, nace a la sombra de la

prescripción extintiva. Son los juristas alemanes del Siglo XIX

como GRAWEIN y ROSENBERG los que, por primera vez, desglosan

ambas instituciones tratando de delimitar sus respectivos

contornos.

GRAWEIN en su obra publicada en 1880 afirma que ciertos

derechos nacen con un plazo limitado de vida para su ejercicio

y una vez transcurrido el mismo se extinguen. En la caducidad,

el tiempo determina el principio y el fin del derecho: "tanto

tiempo, tanto derecho" l.

La teoría de GRAWEIN complementada por ROSENBERG es acogida,

en primer lugar, por la doctrina italiana (COVIELLO y MÓDICA) y

seguidamente por la francesa y la española, siendo los autores

italianos los que con mayor rigor han profundizado sobre el

concepto de caducidad, fundamentalmente en función de sus

diferencias esenciales con respecto a la prescripción extintiva.

Efectivamente, el concepto de caducidad se contrapone

1 GRAWEIN, tomado de la obra de ALAS, DE BUEN y RAMOS, De la
prescripción extintivaf 1918, p. 68.

8



generalmente al de la prescripción extintiva. Dadas las profundas

semejanzas que existen entre ellas -tanto una como otra

condicionan el ejercicio de las acciones que para resultar

eficaces han de ejercitarse dentro del plazo fijado para ello-,

la doctrina puso especial énfasis en establecer las diferencias

esenciales que separan a ambas instituciones jurídicas.

Así, "en la prescripción la circunstancia principal sería

el no ejercicio del derecho en sentido subjetivo (esto es, no

hacer valer la materia del derecho, el no proponer la acción),

y el transcurso del tiempo la cosa secundaria; en la caducidad,

por el contrario, el transcurso del tiempo útil para el ejercicio

del derecho sería la cosa principal, y secundario sería el no

ejercicio en sentido objetivo (esto es, el hecho de no haberlo

ejercitado) , el cual sería puramente el medio por el que se

produce el efecto de la pérdida del derecho" 2.

2.- Introducción de la doctrina de la caducidad en España

En nuestro país fue en la clásica obra de ALAS, DE BUEN y

RAMOS "De la Prescripción extintiva", publicada en 1918, donde

se aborda por primera vez con cierto detenimiento la figura

caducitaria como institución distinta de la prescripción 3.

2 Síntesis de la teoría seguida por COVIELLO, según la
transcripción efectuada por PUGLIESE, G., en La Prescrízione
estintiva, 3a ed., 1914, p. 290.

3 Aunque de este instituto ya se había ocupado VALVERDE en la la
edición de su Tratado de Derecho Civil, publicado en 1909.



En dicha obra, los autores antes citados acogen y sintetizan

las teorías de GRAWEIN y ROSENBERG y teniendo, asimismo, presente

la obra del civilista italiano MÓDICA 4, establecen las

distinciones entre el plazo preclusivo, la prescripción extintiva

y la caducidad, dedicando, precisamente, un capítulo exclusivo

a la distinción entre estos dos últimos institutos, de los que,

en síntesis, vienen a decir que "si el derecho se extingue

fatalmente en el término fijado, es un derecho sujeto a

caducidad; si el derecho puede subsistir indefinidamente,

mediante la ejecución de actos interruptivos establecidos por la

ley, es un derecho sujeto a prescripción" 5.

Tras el estudio de ALAS, DE BUEN y RAMOS, otros autores,

como GASTAN y DE DIEGO en sus primeros tratados de Derecho Civil,

publicados, respectivamente, en 1925 y 1927, se ocuparon en

sendas obras, aunque de forma muy lateral, de la figura

caducitaria, posibilitando con ello su divulgación y conocimien-

to 6.

4 Vid. MÓDICA, I., Teoria delia decadenza, Vol. I, Parte
Genérale, 1906, que además de diferenciar la caducidad legal de
la convencional y la judicial, establece unos criterios
interpretativos para distinguir la prescripción de la caducidad;
criterios que son intrínsecos (por ejemplo, el fundamento
político-social de una y otra figura) y extrínsecos (como son,
por ejemplo, la interpretación literal de la ley, la declaración
de ésta de que el plazo es perentorio, la brevedad del plazo,
etc.). Por último, resume su idea en torno a la esencia de la
caducidad definiéndola como "el fin de la acción por no haber
ejercitado el derecho dentro del plazo perentoriamente fijado en
la ley, en la sentencia, o en la convención o testamento", pp.
216 a 220.

5 ALAS, DE BUEN y RAMOS, ob. cit. p. 80.

6 GASTAN TOBEÑAS, J., Derecho Civil español común y foral, Ed.
Reus, Tomo II, la ed., 1925, p. 745. CLEMENTE DE DIEGO, F., Curso
Elemental de Derecho Civil español, Tomo II, 1927, pp. 504 y 505.
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3.- La recepción de la caducidad por el ordenamiento jurídico

español

El Código Civil español, al igual que los Códigos civiles

de otros paises que también fueron promulgados en el siglo

pasado, como son el francés y el alemán, desconoce el instituto

de la caducidad, a diferencia de los nuevos Códigos civiles de

otros paises, promulgados ya entrado este siglo, como es el caso

del Código Civil italiano de 1942 y el Código Civil portugués de

1966, que regulan específicamente la caducidad 7.

No obstante no contener nuestro Código Civil ninguna regla

sobre la caducidad -ya que si bien, en ocasiones, emplea dicha

expresión, en muchos casos lo hace de forma errónea porque

desconoce aquélla-, no cabe duda que contiene múltiples supuestos

en los que opera la caducidad, como son aquellos casos en los que

se fija un plazo concreto para realizar un determinado acto, bajo

pena de perder ciertos derechos o facultades en el supuesto de

que no sean ejercitados en la forma y tiempo previstos.

Ahora bien, al no determinar el Código Civil en qué

supuestos se aplicarán las reglas de la caducidad y en cuáles las

de la prescripción extintiva, esta función fue asumida por la

jurisprudencia, una vez compendiada y contrastada por la doctrina

la teoría de la caducidad. Por consiguiente, la recepción de la

El Código Civil italiano regula la decadenza (caducidad) en sus
artículos 2964 a 2969. El Código Civil portugués, por su parte,
dedica seis artículos (del 328 al 333) a su regulación.
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caducidad por nuestro ordenamiento jurídico se produce por vía

jurisprudencial, cierto que con bastante posterioridad a su

aparición en el campo doctrinal, ya que la primera sentencia que

acoge el instituto de la caducidad es la dictada por nuestro

Tribunal Supremo en fecha 27 de abril de 1940 (Ar. 303) ,

dictándose ese mismo año y con fecha de 30 de abril (Ar. 304)

otra sentencia aplicando el citado instituto.

4.- Origen y configuración de la caducidad en el Derecho

Laboral. La elaboración jurisprudencial de la teoría de la

caducidad a través de la acción por despido

Al igual que ha ocurrido en otros órdenes del ordenamiento

jurídico, ha sido la doctrina jurisprudencial la que ha sentado

las bases de la delimitación y configuración del instituto de la

caducidad en el Derecho laboral. Para ello se ha centrado

alrededor de la acción de impugnación del despido, a través de

cuyas numerosísimas sentencias, antes incluso de que la Ley de

Contrato de Trabajo de 26 de enero de 1944 estableciera

expresamente como de caducidad el plazo señalado para su

ejercicio, ha venido elaborando una genuina versión del instituto

de la caducidad en el ámbito laboral.

La primera disposición que fijó un plazo distinto del

señalado como de prescripción general de las acciones -que era

de tres años- para reclamar contra el despido fue el Real Decreto

de 30 de julio de 1928. Esta disposición establecía un plazo de

cuarenta y ocho horas, que posteriormente se elevó a tres días,

12



para reclamar contra el despido ante el Comité paritario, plazo

que, no obstante su corta duración, se consideraba de

prescripción y no de caducidad; igual consideración de plazo

prescriptivo tuvo por parte de nuestra jurisprudencia cuando el

ejercicio de la acción por despido vino a regularse en la Ley de

Jurados Mixtos de 27 de noviembre de 1931, cuyo artículo 47

establecía que el trabajador despedido podría reclamar contra

dicha medida ante el Jurado Mixto en un plazo máximo de cinco

días hábiles, a contar desde el siguiente al en que se hubiera

producido el despido, ampliado en dos días más, asimismo hábiles,

si el trabajador residiera fuera de la localidad donde tuviese

su sede el Jurado.

Como han venido repitiendo los autores 8, fue la Sentencia

del Tribunal Supremo (Sala de lo Social) de 7 de enero de 1941

(Ar. 22) la que, sentando doctrina legal, varió radicalmente de

criterio al considerar que el plazo de cinco días para reclamar

contra el despido que fijaba el citado artículo 47 de la

expresada Ley de 27 de Noviembre de 1931 "no es de prescripción,

sino de caducidad o decadencia del derecho que en él se regula",

a la vez que afirmaba que esta institución "tiene carácter

propio y se distingue sustancialmente de la primera, porque esta

forma extintiva nace exclusivamente de la voluntad del

legislador, que, sin atender a la del sujeto del derecho

8 PÉREZ SERRANO, J., Caducidad o prescripción en la acción por
despido, Revista de Trabajo na 1, 1945, pp. 7 y 8; HERNAINZ
MÁRQUEZ, M., Tratado Elemental de Derecho del Trabajo, Instituto
de Estudios Políticos, la ed. 1944, pp. 257 y 258; GARCÍA OVIEDO,
C., Tratado Elemental de Derecho social, 2% ed. 1946, p. 262;
SUAREZ GONZÁLEZ, F., La prescripción y la caducidad en el
contrato de trabajo, R.P.S., 1969, n2 85, pp. 83 y ss.
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condicionó subjetivamente la existencia de éste por la idea

"tiempo de ejercicio", mientras que en la prescripción, actuando

libremente en orden al tiempo la voluntad de los intereses

privados, pueden prolongar el límite temporal prescriptorio

mediante la suspensión e interrupción, medios que no pueden tener

cabida en la caducidad, porque, de dársela, se otorgaría al

consentimiento de la voluntad individual más eficacia que al

propio precepto legislativo". Se precisaba asimismo en el citado

fallo que "en la dicción del artículo 47 de la precitada Ley se

observa, sin duda alguna, que el plazo en él señalado es de

caducidad, pues de no serlo no tendría explicación la nota de

"máximo" con que la determina, ni el señalamiento del único

término de ampliación por dos días cuando concurra la

circunstancia especial en nombre de la que se autoriza".

Idéntica consideración de plazo caducitario tuvo para la

Sala de lo Social del Tribunal Supremo cuando la Ley de 11 de

julio de 1941 amplió los plazos de quince a dieciocho días,

respectivamente, para las dos hipótesis de residencia del

trabajador en el mismo o en diferente lugar a aquél en que

radicase la Magistratura, y "aun cuando en dicha Ley no se

hablaba ya de plazos "máximos", que era uno de los argumentos

esgrimidos en el primitivo fallo" 9.

9 PÉREZ SERRANO, J. , que cita asimismo varias sentencias del
Tribunal Supremo, ob. cit. p. 9.
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5.- Las reacciones doctrinales ante la aparición del instituto

de la caducidad en el orden laboral

Hasta el 7 de enero de 1941 toda la doctrina sentada por la

Sala de lo Social del Tribunal Supremo se basaba en estimar que

el plazo para poder ejercitar la acción por despido era un plazo

de prescripción, y así era reconocido de forma pacífica por los

tratadistas de Derecho laboral, que simplemente se limitaban a

corroborar este hecho citando las oportunas sentencias que de

forma reiterada venía dictando nuestro Alto Tribunal, hasta el

punto que en alguna de ellas se exponía la doctrina general de

la prescripción con base a los artículos 1961 y 1973 del Código

Civil -la STS de 17 de octubre de 1940 (Ar. 940)- 10, e incluso

en otra de 13 de noviembre de 1940 (Ar. 1042) se apreció

incongruencia en la sentencia recurrida porque había aplicado,

de oficio, una prescripción en ningún momento invocada por el

demandado n.

Pero lo cierto es que ese plazo para reclamar contra el

despido que fijaba el art. 47 de la Ley de 27 de noviembre de

1931 se acostó la noche del 6 de enero de 1941 siendo

prescriptive y se despertó al día siguiente -con el fallo de la

sentencia de 7 de enero- siendo de naturaleza caducitaria.

10 citada por PÉREZ SERRANO, J. , ob. cit. p. 8, y por SUAREZ
GONZÁLEZ, F., ob. cit. p. 84.

11 vid. SUAREZ GONZÁLEZ, F., ob. cit. p. 84.
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Esta sentencia suscitó un pronto y severo comentario crítico

por parte del Magistrado de Trabajo excedente MARTÍNEZ SANCHEZ-

ARJONA n, que fundaba su discrepancia en los argumentos

siguientes:

1a) Abierta contradicción con la jurisprudencia recientlsima v

reiterada de la misma Sala del Tribunal Supremo.

22) Ausencia de base en nuestro Derecho constituido para

atribuir a la prescripción de la acción por despido el

concepto de caducidad. Esta aseveración la fundaba en una

doble argumentación. Por un lado, en la falta de una clara

y definitiva diferenciación entre los conceptos de

caducidad y prescripción, siendo "vanos los intentos de los

tratadistas en establecerla"; y por otro, en que aparte la

dificultad de resolver esta cuestión en el campo de la

doctrina, "es lo cierto -afirmaba- que nuestra legislación

civil vigente establece una clara diferencia entre la

caducidad, referida solamente a la instancia, es decir,

cuando la acción ha tomado realidad convirtiéndose en

interpelación judicial, y la prescripción, que se refiere

al posible ejercicio de las acciones en un tiempo

determinado y conforme a las reglas que detalladamente

expresa, y nuestro Derecho constituido se inclina, pues, al

hablar de caducidad, a la pérdida de fuerza o decadencia de

12 MARTÍNEZ SANCHEZ-ARJONA, J., Acción por despido ¿Caducidad o
prescripción del plazo para ejercitarla? Interpretación del art.
47 de la Ley de 27 de noviembre de 1931, en Revista de Derecho
Privado, 1941, pp. 211 y ss.
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actuaciones o documentos, y al tratar de prescripción, a la

de derechos y acciones, y regula ambas instituciones

separadamente, con sujeción a muy distintos principios".

32) El fallo pugnaba con recientes disposiciones de la

Administración Central, en concreto con una circular de la

Dirección General de la Jurisdicción del Trabajo.

42) La sentencia representaba asimismo una contradicción con el

sentido de la Ley de Ordenación Sindical de 6 de diciembre

de 1940. cuyo artículo 16 establecía la conciliación

sindical como trámite previo y obligatorio a la

intervención de la Magistratura de Trabajo, lo que inducía

al citado autor a sostener que el plazo de cinco días era

de prescripción y, precisamente, la anterior circular

seguía exactamente la orientación cristalizada en esta Ley

de Ordenación Sindical ya promulgada al tiempo de dictarse

la sentencia en cuestión; y

5S) La doctrina sentada por la sentencia suponía un obstáculo

continuo a una amplia cordialidad social, "puesto que el

brevísimo plazo de cinco días sin posibilidad de

interrupción voluntaria impondría tener que deducir sin

pérdida de tiempo las acciones por despido, pues el

interesado podría temer que la simple confianza en una

promesa de arreglo se convierta automáticamente en la

extinción de la acción".
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A estas tesis se sumó posteriormente HERNAINZ MÁRQUEZ 13.

Así, en la primera edición de su "Tratado Elemental del Derecho

del Trabajo", publicada en 1944, dicho tratadista se inclina por

la interpretación que contenía la circular de la Dirección

General de la Jurisdicción del Trabajo, a la que considera

jurídicamente más acertada, porque, de acuerdo con ella, cabe

instar la acción ante la Magistratura de Trabajo en un plazo

mayor del inicial que marca la Ley, con lo que desaparece la nota

típica de la caducidad para entrar de lleno en las

características de la prescripción.

Con la excepción de estos dos autores, los restantes

comentaristas y tratadistas de la época no se detuvieron a

profundizar sobre el tema ni tampoco se pronunciaron sobre el

mismo, lo cual era comprensible respecto a la mayoría de ellos,

habida cuenta de que sus manuales y tratados se habían publicado

con anterioridad al apuntado cambio de criterio

jurisprudencial14.

13 HERNAINZ MÁRQUEZ, M. , ob. cit. pp. 257 y 258.

14 PÉREZ SERRANO cita los tratados y manuales de GARCÍA OVIEDO,
C. (la ed. publicada en 1934), ECHEVERRÍA (Juan), SALAS (Nicolás)
y MORÓN (José V.): Elementos de Política y Derecho sociales
(Madrid, año 1940); FERNANDEZ HERAS (Amado): Tratado práctico de
legislación social (2& ed. Zaragoza, 1942); PÉREZ LEÑERO (José):
Nueva Ley cíe Contrato de Trabajo (Madrid, 1944); HINOJOSA (Juan
de) : El enjuiciamiento en el Derecho del Trabajo (Madrid, 1933),
ob. cit. p. 12.
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6.- El acogimiento expreso de la caducidad de la acción de

despido en la Lev de Contrato de Trabajo de 26 de enero de

1944

La Ley de Contrato de Trabajo de 26 de enero de 1944 (BOE

de 24 de febrero), que dedicaba el Capítulo VIII (arts. 82 y 83)

a la prescripción de acciones, además de recoger en su art. 83

~de idéntica forma a como lo hacía la antigua LCT de 1931- el

régimen establecido para aquellas acciones derivadas del contrato

de trabajo que no tienen señalado plazo especial prescriptorio

-que se establecía en tres años-, se refería, además, en su

artículo 82, a la acción por despido, que hasta esa fecha venía

contemplada en las Leyes sobre Jurados Mixtos, pero no en la de

Contrato de Trabajo. Dicho artículo vino a establecer que "la

acción por despido injustificado caducará a los quince días

siguientes de aquel en que se hubiera producido, prorrogables por

otros tres días si el lugar de trabajo fuera distinto de la

localidad en que la Magistratura de trabajo resida".

El precepto citado venía, pues, a recoger la corriente

jurisprudencial iniciada a partir de la sentencia de 7 de enero

de 1941, al tiempo que introducía la novedad fundamental de que

en lugar de limitarse a señalar el plazo para ejercitar la acción

por despido, como hacían las disposiciones anteriores, calificaba

jurídicamente dicha acción, declarando que el plazo otorgado era

de caducidad 15.

15 PÉREZ SERRANO, J., ob. cit. p. 7.
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7.- Las posiciones doctrinales ante el instituto caducitario

tras la promulgación de la Lev de Contrato de Trábalo de

1944

El cambio radical que supuso el acogimiento expreso por

parte del art. 82 de la LCT de 1944 dé la naturaleza caducitaria

del plazo para instar la acción por despido posiblemente evitó

alguna polémica doctrinal, pero no impidió que algún autor

recogiera el guante lanzado años antes por MARTINEZ SANCHEZ-

ARJONA y se decidiera a darle cumplida réplica. Efectivamente,

el duro comentario a la sentencia de 7 de enero de 1941 que

efectuó dicho Magistrado fue rebatido por PÉREZ SERRANO en un

articulo titulado "Caducidad o prescripción en la acción por

despido" 1<s, que se publicó en el primer número de la Revista de

Trabajo de 1945.

En dicho estudio, PÉREZ SERRANO, además de contrarrestar los

comentarios de MARTÍNEZ SANCHEZ-ARJONA, realiza una breve pero

sistemática exposición doctrinal de los conceptos de prescripción

y caducidad, que sintetizamos a continuación:

12) La caducidad de la instancia es cosa distinta a la

caducidad

Señala el citado autor que la caducidad de la instancia,

"considerada como inactividad total de las partes, de

carácter voluntario y regulada en los artículos 411 y 412

de nuestra Ley rituaria civil, es cosa distinta de la

16 PÉREZ SERRANO, J., ob. cit. pp. 10 y ss,
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caducidad, y el mismo lugar en que aquélla se desarrolla,

al estudiar los "modos excepcionales de terminarse la

relación procesal", evidencia que no es aplicable a la

caducidad de la acción, ya que no se puede terminar lo que

no llegó a iniciarse por haber decaído el derecho

correspondiente" (p. 10).

22) Notas diferenciales entre la caducidad v la prescripción

Considera PÉREZ SERRANO que aunque la caducidad de derechos

"es una institución que guarda gran afinidad con la

prescripción extintiva, hasta el punto de existir autores

para quienes entre una y otra no puede hallarse

diferenciación, lo cierto es que la tesis más difundida y

aceptada parte de la idea de que se trata de dos

instituciones que, aunque tienen entre sí puntos de

contacto, poseen otros, más cualificados, que sirven para

evidenciar su diferencia, que se manifiesta de la siguiente

forma:

a) La caducidad puede proceder no sólo de la Ley, único origen

posible de la prescripción, sino también del acto jurídico

privado.

b) La finalidad de la prescripción estriba en dar por

extinguido un derecho que por no haber sido ejercitado hay

que reputar abandonado por el titular; la de la caducidad

consiste en fijar de antemano el tiempo durante el cual

puede ser ejercitado un derecho con validez.

c) En la prescripción quedan extinguidos los derechos y

acciones a través de una excepción; en la caducidad se
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opera la extinción de manera automática y directa: de ahí

que la prescripción sólo haya de ser tenida en cuenta por

el juez cuando el demandado la invoque, en contraposición

con lo que sucede con la caducidad, que ha de ser tomada en

consideración aunque sólo se desprenda su transcurso de la

exposición del actor.

ch) Por último, en la prescripción se admiten causas de

suspensión y de interrupción, cosa que no puede suceder con

la caducidad, cuyo efecto extintivo es radical, automático

y absoluto, hasta el punto de que la acción en camino de

prescripción puede quedar sujeta a un nuevo plazo

prescriptive, lo cual no puede ocurrir con la caducidad,

pues una vez que en ella se ha incurrido es imposible que

reviva", (pp. 11 y 12).

32) El plazo para ejercitar la acción por despido que señalaban

las Leyes de 27 de noviembre de 1931 v 11 de julio de 1941

era de caducidad, aunque no calificaran jurídicamente el

plazo mencionado

Sostiene el autor citado que "si ha quedado demostrado que

la prescripción y la caducidad son dos instituciones

distintas, aunque afines, y que en numerosísimas ocasiones

el plazo que se señala en el Código civil es de caducidad,

aunque no se exprese de manera categórica, y si incluso la

jurisprudencia ha sentado esta tesis en algunos fallos

recientes, parece indudable que, con aplicación del mismo

criterio al orden laboral, no había obstáculo que impidiera

conceptuar de caducidad el plazo que para ejercitar la

22



acción por despido señalaban las Leyes de 27 de noviembre

de 1931 y 11 de julio de 1941". Y todo ello, aunque no

calificaran jurídicamente el plazo mencionado, porque nos

hallamos "ante plazos de escasa duración, prefijados por la

LeY/ Y que tuvieron dos características: la de ser

"máximos", menos en el texto actual, en el que al

calificarse ya como de caducidad ha sido omitida la

palabra, que no hacía falta, y la de ser prorrogables o

ampliables tan sólo en la hipótesis que el texto legal

establece de manera taxativa y en el plazo de ampliación

que asimismo determina", lo que indica claramente que "el

plazo era de caducidad, y que si dentro del mismo no se

ejercitaba la acción no podía nunca más ponerse en

práctica, motivos por los cuales es acertada y ajustada a

Derecho y a la más depurada técnica la posición que adoptó

el Tribunal Supremo en 1941, y que después ha mantenido"

(p. 13).

42) La aspiración de la caducidad es garantizar la seguridad

jurídica

Señala PÉREZ SERRANO que "los despidos del personal que

pueden efectuar los empresarios, por las complicaciones que

originan en la vida de los trabajadores y en la de sus

familiares, han de ser impugnados, en su caso, en un plazo

sumario, y por la misma razón han de ser resueltas las

demandas formuladas en un término breve. Por estos motivos,

y para evitar incertidumbres a las empresas, que no pueden

permanecer durante largo tiempo en la duda de si los
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despidos acordados han sido o no consentidos, ya que en

otro supuesto podrían también estar en entredicho los

derechos del personal que sustituyó al que fue objeto de

despido, todas las disposiciones dictadas sobre la materia

se han preocupado de señalar plazos cortos para que la

acción sea ejercitada. En una palabra, se aspira a

garantizar la seguridad jurídica y a evitar que, dilatado

el plazo, resulte difícil la práctica de la prueba

pertinente" (p. 13).

5S) El plazo que para ejercitar la acción por despido

establecieron las leyes citadas era un plazo de caducidad,

prefijado preceptivamente por la Ley v no susceptible de

ampliación voluntaria o convencional ni, por ende, de

suspensión o interrupción, por lo que -precisa PÉREZ

SERRANO- "no hay posibilidad de admitir su suspensión en

tanto que se tramita la conciliación sindical, que, por

otra parte, de lege data (según la Ley de 11 de julio de

1941), puede la Magistratura de Trabajo solicitar, a

posteriori de la interposición de la demanda, que se

intente en la Central Nacional Sindicalista, por lo que el

Tribunal Supremo aplicó a su doctrina la legislación

pertinente. Análogo criterio ha de mantenerse tanto en las

reclamaciones por despido entabladas contra el Estado, que

no cabe tampoco la suspensión del plazo mientras se trata

de agotar la vía gubernativa -treinta días™, como con

respecto a las demandas deducidas por agentes ferroviarios

contra sus Compañías, en tanto se tramita la preceptiva
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reclamación previa -diez días- que puede conceptuarse como

una especie de "reposición". No obstante, en estas dos

hipótesis, PÉREZ SERRANO estima que sería necesario

modificar las disposiciones entonces vigentes y proponía,

de lege ferenda, que, en estos casos, "el cese no se

considerara definitivo hasta que hubiera contestado

negativamente la representación del Estado o de la Empresa

ferroviaria o hasta que hubiera corrido el plazo de 30 y de

10 días, respectivamente, sin haber dado respuesta al

escrito de reposición del trabajador, constituyendo esta

última fecha el dies a quo del que habría que partirse para

ejercitar la demanda ante el organismo jurisdiccional, la

cual habrá de entablarse en el plazo legalmente señalado,

que no será susceptible de suspensión ni interrupción por

ninguna causa" (p. 17).

Aunque es elogiable esta sistematización de PÉREZ SERRANO

sobre el concepto, caracteres, fundamento y efectos de la

caducidad, debe advertirse que, en realidad, no deja de ser una

síntesis de la doctrina que venía sentando nuestro Tribunal

Supremo en las siempre numerosas sentencias recaídas sobre la

caducidad de la acción por despido.

En otro orden de cosas, debe significarse que en los nuevos

tratados de Derecho laboral publicados inmediatamente después de

la promulgación de la Ley de Contrato de Trabajo de 1944, los

autores, obviamente, recogen la expresa regulación de caducidad

que la citada Ley confiere al plazo para instar la acción contra
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el despido, aunque, dada la índole de sus obras, generalmente

divulgativas o elementales, tampoco descienden a tratar los

detalles con minuciosidad. Así, GARCÍA OVIEDO, en la 2a edición

de su Tratado Elemental de Derecho Social, publicado en 1946,

bajo el epígrafe: "Prescripción de acciones", tras citar el

cambio de criterio establecido en la sentencia de 7 de enero de

1941, se limita a decir que "en la nueva Ley explícitamente se

habla ya de caducidad (...)", señalando además que "el legislador

ha tomado partido en la contienda a favor del régimen de

caducidad, que aunque parecido al de prescripción, no se confunde

con él, ya que a la voluntad se le veda neutralizar o contrariar

la acción del tiempo señalado en la Ley" n. Por su parte, PÉREZ

LEÑERO, en su obra publicada en 1948, aunque establece la

distinción entre la caducidad ("especial en los despidos") y la

caducidad de la instancia regulada en los arts. 411 a 420 de la

LEG supletoria en el proceso laboral, parece ignorar el estudio

de PÉREZ SERRANO ya que, tras afirmar que "no está unánime la

doctrina en fijar la diferencia esencial entre prescripción y

caducidad", lo único que se limita a señalar es que "entre estas

diferencias puede contarse que la caducidad no es susceptible de

interrupción como lo es la prescripción, donde su plazo puede

quedar en suspenso por diversas causas..." 18.

No será hasta bien entrados los años 50 cuando los autores

laboralistas se decidan a tratar, siquiera sea parcamente, los

17 GARCÍA OVIEDO, C. , ob. cit. p. 262.

18 PÉREZ LEÑERO, J., Teoría general del Derecho español del
trabajo, Espasa-Calpe, 1948, p. 171.
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aspectos más elementales o significativos de la figura

caducitaria. Así, PÉREZ BOTIJA, en su obra publicada en 1950,

partiendo del hecho de que debe establecerse previamente la

diferencia entre caducidad y prescripción, señala que "la

prescripción puede interrumpirse por alguno de los hechos

señalados en la Ley, mientras que la caducidad no puede

interrumpirse; constituye un plazo fatal fijado para hacer uso

de la acción", citando en nota a pie de página la obra de PÉREZ

SERRANO y precisando que "existen además otras notas decisivas

y coincidentes entre ambas instituciones" 19. Pero es MENENDEZ-

PIDAL, en su tratado de Derecho social español, que se publicó

en 1952, el primer tratadista que, teniendo presente la ya

reiterada y constante jurisprudencia así como la doctrina

civilista y laboralista, aborda con cierto detalle algunos de los

caracteres que, según una doctrina que ha devenido clásica,

sobresalen en la caducidad, cuales son su apreciación de oficio

y su radical eficacia extintiva sobre el derecho o acción sujeto

a la misma. Efectivamente, el citado autor, tras insistir en que

"no se ha logrado acuerdo en la doctrina jurídica para

diferenciar exactamente la prescripción de la caducidad", que

viene a ser una especie de cláusula de estilo a la que parecen

abonados todos los tratadistas de Derecho laboral de su época,

como temerosos de invadir cotos ajenos, señala, sin embargo, con

cita a GASTAN TOBEÑAS, que "entre otras diferencias, la

prescripción extingue los derechos y acciones mediante la

oposición de una excepción, mientras que la caducidad los

19 PÉREZ BOTIJA, E. Curso de Derecho del Trabajo. Tecnos, 1950,
p. 301.
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extingue directa y automáticamente. De ahí que la caducidad ante

la jurisdicción social deba ser estimada de oficio", por lo que

"parece, pues, que la caducidad ataca la existencia del derecho

material, mientras que la prescripción no mata aquel derecho,

sino que sólo impide su ejercicio mediante su alegación como

excepción procesal" 20. Por su parte, RIAZA BALLESTEROS,

comentarista de la jurisprudencia laboral, en su obra publicada

en 1955, tras recoger el hecho incuestionable de que el

legislador ha querido explícitamente que el plazo otorgado para

instar la acción por despido sea de caducidad, considera acertada

esta tendencia porque "si el plazo pudiera prorrogarse o se

tratase de una prescripción susceptible de interrupción, por la

interposición de una acción o algún otro acto idóneo, la cuestión

de la existencia o no de un contrato laboral quedaría durante un

largo periodo de tiempo en la zona de lo discutible" y "el

legislador no quiere que esto ocurra, sino que, en un plazo

breve, se sepa si el contrato está vivo, por no haber sido

declarado injusto, o ha de declararse resuelto (...)• "° el

trabajador reclama en el plazo que se le concede, y queda

aclarada la situación, o no reclama, y entonces decae su derecho,

sin que pueda formular reclamación alguna" 21.

20 MENENDEZ-PIDAL, J. , Derecho social español, Vol. I, Ed. Revista
de Derecho Privado, 1952, p. 459.

21 RIAZA BALLESTEROS, J.M. , Criterios típicos de la jurisprudencia
laboral, Separata de Colección de Estudios Jurídicos, Económicos
y Sociales, 1955, pp. 165 y 166.
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8.- La doctrina "jurisprudencial sobre la caducidad de la acción

por despido anterior a la Lev de Procedimiento Laboral de

1958

La sentencia de 7 de enero de 1941, como se sabe, dejó

sentada la doctrina respecto a la naturaleza del plazo otorgado

por la Ley para reclamar contra el despido; doctrina que acogió

la LCT de 1944 al disponer explícitamente en su artículo 82 que

"la acción por despido injustificado caducará a los quince días

siguientes en que se hubiera producido".

Al no existir en nuestro ordenamiento jurídico una

regulación legal de la caducidad ha sido la doctrina de nuestros

altos Tribunales la que ha estructurado los perfiles que

configuran el régimen jurídico de este instituto. Esta labor la

ha venido efectuando la Sala de lo Social del Tribunal Supremo,

que, de igual forma a como procedió en el orden civil la Sala la

de dicho órgano jurisdiccional, ha sido la que ha configurado en

numerosas sentencias el conglomerado esencial que integra el

régimen jurídico de la caducidad en el orden laboral,

fundamentalmente a través del plazo para reclamar contra el

despido.

En la etapa a la que nos estamos refiriendo, este plazo

venía establecido, primero, en el art. 47 de la Ley de Jurados

Mixtos de 27 de noviembre de 1931 -plazo que fue reformado por

la Ley de 11 de julio de 1941-, y, posteriormente, en el citado
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art. 82 de la LCT de 26 de enero de 1944. Es decir, el plazo para

ejercitar la acción por despido -plazo de carácter sustantivo-,

que hasta ese momento había figurado en las Leyes de Jurados

Mixtos -con preceptos principalmente de carácter rituario-, se

concretaba por primera vez expresamente y, además, como de

caducidad en una Ley de Contrato de Trabajo, de 1944, cosa que

no hacía la anterior LCT de 1931, que omitía cualquier referencia

sobre el plazo para ejercitar tal acción.

Si recapitulamos, se recordará que el art. 47 de la Ley de

Jurados Mixtos de 27 de noviembre de 1931 hablaba de plazo máximo

y de días hábiles, mientras que el texto de la Ley de 11 de julio

de 1941, que lo modificó ampliándolo a quince días prorrogables

por otros tres, no especificaba si habían de ser o no hábiles,

cosa que tampoco concretaba el art. 82 de la LCT aunque sí le

confería expresamente la naturaleza caducitaria.

En consecuencia, nuestro Tribunal Supremo, de acuerdo con

la función complementadora del ordenamiento jurídico que tiene

asignada (art. 6 CC) , hubo de fijar el sentido legal de las

normas citadas.

En síntesis, la doctrina sobre la caducidad de la acción por

despido sentada por la jurisprudencia durante esta época fue la

siguiente:

19) Concepto de caducidad

El término que el art. 47 de la Ley de 27 de noviembre de
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1931 establece para reclamar contra el despido es de

caducidad y no de prescripción ya que al fijarlo el

legislador "en un plazo máximo de cinco días hábiles a

contar desde el siguiente al en que haya sido despedido",

de esta condición hizo depender la existencia del derecho,

"sin que estuviera en el arbitrio de las partes ni del

juzgador provocar en su conducta la modificación de dicha

condicionalidad establecida específica y concretamente por

la Ley" (STS de 28 de enero de 1941 -Ar. 65-) , porque la

palabra "caducidad" significa siempre algo que se ha

extinguido (..)por transcurso de los plazos que la Ley a

tal fin señala "no dependiendo la extinción del derecho de

la voluntad de las partes, sino que está impuesta por el

legislador" (STS de 7 de octubre de 1949 -Ar. 1366-).

28) Fundamento

El plazo para ejercitar la acción nacida de despido, lo

señaló la Ley, no para que quedara a merced de las

alegaciones y conducto de las partes en litigio, sino como

aspiración nacida del interés social, de que la relación de

trabajo no permanezca incierta (STS de 18 de marzo de 1948

~Ar. 589-).

32) Caracteres

a) Opera automáticamente y es estimable de oficio por

ministerio de la Ley por tratarse de materia de orden

público.

El plazo perentorio establecido en el art. 47 de la
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Ley de 27 de noviembre de 1931 y posteriormente en el

art. 82 de la LCT de 26 de enero de 1944 lo es de

caducidad, y, por tanto, con entidad pública, que

permite estimar de oficio (STS de 31 de enero de 1942

-Ar. 162-), operando por ministerio de la Ley, y, por

consiguiente, extinguiendo el derecho, aunque tal

extinción por lapso de tiempo no la hubiesen alegado

los litigantes (STS de 11 de octubre de 1946 -Ar.

1123-).

b) El plazo debe computarse descontando los días

inhábiles y empieza a contar a partir del cese

efectivo en el trábalo.

En los plazos de caducidad para el ejercicio de las

acciones por despido deben ser descontados los días

inhábiles por ordenarlo así el art. 304 de la LEG,

(STS de 17 de enero de 1947 -Ar. 73-), cuyas

disposiciones son supletorias (STS de 23 de junio de

1944 -Ar. 916) . Por otra parte, el momento a partir

del cual se inicia el cómputo del plazo de caducidad

es a partir de la efectividad en el cese del servicio

que se prestase y su conocimiento por el interesado

(SSTS de 27 de abril de 1942 -Ar. 573- y 9 de junio de

1943 -Ar. 813-).

c) El plazo de caducidad no es susceptible de

interrupción, y no lo interrumpe;

- ni la petición de reingreso "ya que actúa por propia

sustancia, sin interrupción que dependa de la voluntad
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de las partes" (STS de 24 de mayo de 1945 -Ar. 650-),

- ni la celebración del acto conciliatorio sindical

"ya que según el art. 12 de la Ley de 11 de julio de

1941, la demanda ha de presentarse ante la

Magistratura con o sin certificación de haberse

celebrado el acto conciliatorio sindical, disponiendo

lo preciso para subsanar la falta en el segundo de los

supuestos, pero partiendo siempre del hecho de haberse

presentado la reclamación ante la Magistratura dentro

del plazo legal" (SSTS de 15 de marzo de 1946 -Ar.

343- y 12 de noviembre de 1947 -Ar. 1334-) ,

~ ni por la existencia de un sumario por delito "pues

reiteradamente se ha dicho que son independientes el

procedimiento criminal y el laboral y por tanto no hay

necesidad de que termine aquél para que pueda

iniciarse éste" (STS de 7 de febrero de 1945 - Ar.

185-), "debiéndose formular la demanda por despido

ante la Magistratura dentro del plazo legal" (STS de

7 de octubre de 1949 -Ar. 1366-),

- ni por demandar a persona distinta de la procedente

"pues tal equivocación deja al pasivamente legitimado

fuera del caso y en circunstancia de que el tiempo

actúe en su pro y venga la decadencia por su

transcurso, que así obra imperativamente, cual si la

interferencia no hubiera sucedido" (STS de 8 de enero

de 1948 - Ar. 109-, vid. asimismo STS de 28 de junio

de 1948 -Ar. 1086) ,

- ni la detención gubernativa, ni la prisión judicialf
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porque tales circunstancias "no incapacitan ni impiden

de hecho el ejercicio de los derechos que la Ley

atribuye al detenido o preso -baste recordar la

doctrina de la representación que el procedimiento

laboral facilita-", porque "la teoría de la caducidad

o la de la prescripción de acciones sufriría un rudo

golpe si la pérdida de libertad física pero no de la

de relación, bastara para interrumpir aquellos modos

de dar estabilidad a modalidades del derecho" (STS de

14 de diciembre de 1945 -Ar. 1363-).

- ni por la omisión de la Delegación de Trábalo o la

Dirección General de enviar dentro de plazo la copia

de su resolución del contrato por crisis laboral o

económica a efectos de que los trabanadores afectados

puedan interponer su demanda reclamando la

indemnización prevista en el art. 2 del Decreto de 11

de noviembre de 1943, "ya que además de haber podido

éstos ejercitar directamente la acción, la forma

tutelar en que a su nombre se ejercitó no puede dar

más extensión a un plazo o término que afecta a las

dos partes, no pudiendo ni debiendo sufrir la

demandada el perjuicio de la negligencia o abandono

del propio demandante o de su tutor" (STS de 7 de

diciembre de 1953 -Ar. 3077-).

d) Tampoco permite que se prolongue mediante la

suspensión, salvo la concretamente determinada por

otro precepto legal y al cesar sus motivos ha de
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volver a correr, computándose el tiempo transcurrido

para durar lo que reste del mismor y se suspende;

por la reclamación previa de trabajadores

ferroviarios ante la empresa, según el art. 6 del

Decreto de 15 de Diciembre de 1938, hasta que la

empresa conteste o transcurran diez días sin

verificarlo, reanudándose desde una u otra de estas

fechas el cómputo interrumpido a efectos del plazo

señalado en el art. 47 de la Ley de 27 de noviembre de

1931 (SSTS de 27 de octubre y 10 de noviembre de 1944

-Ar. 1205 y 1215-), "por consiguiente ello sólo tiene

lugar durante los diez días citados, volviendo, una

vez transcurridos, a correr aquel término, debiendo en

el tiempo que reste ser ejecutada la acción en forma

legal para que la misma no caduque" (STS de 3 de

diciembre de 1951 -Ar. 2544-),

así como por la interposición de la previa

reclamación administrativa ante una Corporación localf

ya que al establecer tanto la Ley de Bases de Régimen

Local de 17 de julio de 1945 -Bases 60 y 63- como el

art. 376 de la Ley de Régimen Local de 16 de diciembre

de 1950 que no podrán ejercitarse acciones civiles

contra las autoridades y corporaciones locales, sin

previa reclamación ante las mismas que se entenderán

denegadas, por aplicación de la doctrina del silencio

administrativo, si no recayera resolución en el plazo

de dos meses, tales disposiciones, de inexcusable

observancia, producen la interrupción alegada a virtud
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e)

del precepto legal" (STS de 14 de noviembre de 1953 -

Ar. 3034-),

~ pero no lo suspende la presentación de la demanda

ante autoridades distintas a la Magistratura de

Trabajo (STS de 7 de octubre de 1949 -Ar. 1366, que

cita STS de 27 de septiembre de 1943).

El plazo de caducidad, por serlo así, tiene su

peculiar rigidez que "ni permite interrupciones

voluntarias ni autoriza su omisión o que se amplíe"

(STS de 25 de enero de 1944 -Ar. 399-) , ya que "no

admite prórroga subjetiva ni más suspensión que la

imperativa de preceptos que la autoricen" (STS de 25

de septiembre de 1946 -Ar. 1016-).

42) Ob-ieto

a) Alcanza exclusivamente a la acción por despido.

El plazo de caducidad señalado en el art. 47 de la Ley

de Jurados Mixtos de 1931 (y posteriormente en el art.

82 de la LCT de 1944) lo es para reclamar

exclusivamente contra el despido por cualquier causa

y sin indicación de motivo, "siendo indiferente la

calificación del cese en el trabajo si en verdad

terminaron los servicios de su objeto" (STS de 12 de

marzo de 1941 -Ar. 343-) y de ningún modo comprende

más acciones del trabajador para reclamar por otros

conceptos, como salarios, gastos e indemnizaciones,

porque ni el precepto los incluye, ni ocurre respecto
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de éstos la razón de que fijó plazo tan corto (STS de

13 de marzo de 1946 -Ar. 342-, (aunque la acción de

indemnización por despido es acción "de despido" a

efectos de caducidad, aunque sólo se pida el pago de

aquélla. de igual forma que la petición de

indemnización nacida de un despido autorizado por

razón de crisis, es acción de despido 22.

b) También alcanza a comportamientos o decisiones del

empresario que pueden interpretarse como despidos

expresados de manera tácita, como la suspensión de

empleo y sueldo acordada por el patrono sin limitación

de tiempo de suspensión, "que no es suspensión del

vínculo laboral, sino resolución del mismo por acuerdo

unilateral, esto es, despido". (STS de 7 de junio de

1948 -Ar. 932-, que cita STS de 28 de diciembre de

1943; vid. asimismo, STS de 19 de junio de 1953 -Ar.

1893-).

52) Efectos

a) Pérdida o extinción del derecho. que opera por

ministerio de la Lev, siendo apreciable de oficio.

El transcurso del plazo de caducidad sin ser utilizado

"hace perder el derecho otorgado que resulta

condicionado por la determinación de un margen

22 Según doctrina del Tribunal Central de Trabajo, como ya
recogieron algunos comentaristas de la doctrina laboral del TCT
(vid. CORNIERO, A., y ALVAREZ MIRANDA, J.M., El Tribunal Central
de Trabajo y su doctrina, 1959, que citan SSTCT de 20-3 y 16-6-
1950, 12-11-1954 y 4-6-1965, pp. 49 y ss-).
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temporal irrebasable y productor de su decaimiento"

(STS de 25 de enero de 1944 -Ar. 399-) "ya que

habiéndose dejado transcurrir el plazo sin ejercitar

en tiempo el derecho, éste se extinguió" (STS de 12 de

noviembre de 1943 -Ar. 1225-); caducidad del derecho

que opera por ministerio de la Ley, y, por tanto,

extingue aquél, aunque tal extinción por lapso de

tiempo no la hubiesen alegado las partes (STS de 11 de

octubre de 1946 -Ar. 1123-), debiendo acogerse de

oficio (SSTS de 26 de junio de 1944 -Ar. 918- y 7 de

octubre de 1949 -Ar. 1366-) .

b) Pudiendo y debiendo ser examinada de oficio en

casación esta cuestión, aunque no haya sido planteada

en la instancia, por afectar al orden público, "que

siendo evidente su procedencia debe prosperar la

casación por tal motivo, porque estando caducada la

acción al tiempo de su ejercicio no puede prosperar la

demanda" (SSTS de 25 de abril y 3 de diciembre de 1951

-Ar. 1257 y 2544) , "porque si bien es cierto que la

jurisprudencia de este Tribunal ha declarado

reiteradamente la ineficacia en casación de aquellos

motivos en los que se plantean cuestiones nuevas no

alegadas ni discutidas en el pleito, también lo es que

este uniforme criterio doctrinal no cohibe aquellos

casos en que la infracción acusada lo es de precepto,

que por ser superior a la voluntad de las partes entra

en la categoría de los de orden público, que en todo

momento han de ser cumplidos por aquéllas y por los
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propios Tribunales de justicia, siendo de tal carácter

y condición el plazo de caducidad establecido en el

art. 47 de la Ley de Jurados Mixtos ya citada" (STS de

20 de marzo de 1944 -Ar. 428-).

Esta doctrina jurisprudencial sobre la caducidad, que salvo

algún cambio de criterio en gran parte influenciado por la

regulación legal de algunos aspectos de la misma ha permanecido

casi invariable hasta nuestros días, aunque es digna de elogio

por su esencial contribución a la configuración del régimen

jurídico de la caducidad como figura autónoma y distinta a la

prescripción extintiva, también debe ser objeto de crítica por

su extrema rigurosidad y su escasa permeabilidad interpretativa

en razón a los cambios en la realidad social del tiempo en que

las normas deben ser aplicadas. Concretamente, debe reprochársele

el escaso eco y la casi nula incidencia de otros ordenamientos

jurídicos de Derecho comparado -esencialmente el italiano, que

contienen una depurada regulación de la caducidad- en la

delimitación de los perfiles que configuran el régimen jurídico

de la caducidad en nuestro ordenamiento.

9.- La incorporación a la norma legislativa de la doctrina

•jurisprudencial de la caducidad

El régimen jurídico de la caducidad configurado por la

doctrina legal que vinieron sentando las numerosas sentencias de

nuestro alto Tribunal laboral, y que se ha sintetizado en el

punto anterior, no difería esencialmente del elaborado por la
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Sala la del Tribunal Supremo en el orden civil, correspondiéndose

en ambos casos con el clásico -y, en muchos aspectos, riguroso-

concepto de caducidad concebido por la doctrina.

Debe significarse, no obstante, que a diferencia de lo que

sucede en el orden civil, en el que el régimen jurídico de la

caducidad viene configurado de forma casi exclusiva por la

jurisprudencia, con la excepción de alguna norma reciente que

establece un específico régimen para el plazo concreto de

caducidad que fija, en el orden laboral la situación es distinta,

ya que, paralelamente a la doctrina legal de la caducidad con la

que nuestros Tribunales sentaron las bases del instituto

caducitario en el Derecho laboral, el legislador,

fundamentalmente a través de los sucesivos textos refundidos del

procedimiento laboral de 1958, 1963 y 1969, no sólo incorporó a

la norma legislativa la reiterada doctrina jurisprudencial, sino

que, además, matizó dicha doctrina, aclarando algunos supuestos

e introduciendo algunas innovaciones. Todo ello permite afirmar

que el régimen jurídico de la caducidad laboral, circunscrito

esencialmente a la acción por despido, es fruto originariamente

de la doctrina jurisprudencial, posteriormente asumida y matizada

por el legislador.

Efectivamente, el primer Texto Refundido de Procedimiento

Laboral de 4 de julio de 1958 en su artículo 94 venía a confirmar

de forma expresa la doctrina de la caducidad. Señalaba dicho

artículo que "el trabajador podrá reclamar ante la Magistratura

del Trabajo contra el despido acordado por la empresa cuando lo
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considere improcedente", debiéndolo hacer "mediante demanda,

dentro del plazo de quince días hábiles siguientes a aquél en que

se hubiera producido, prorrogable por otros tres, si el lugar de

trabajo fuera distinto a la localidad en que la Magistratura

resida, siendo el citado plazo de caducidad a todos los efectos".

Dicho precepto aclaraba dos cosas: una, que los días del plazo

son "hábiles", y otra, que el mismo será de "caducidad a todos

los efectos".

Con lo primero, no sólo se volvía a lo que habían declarado

los antecedentes legislativos -recuérdese que los preceptos que

con anterioridad a la LCT de 1944 regulaban el plazo de la acción

por despido lo establecían en términos de días hábiles-, sino que

se confirmaba lo que, en la práctica, la propia jurisprudencia

así venía interpretando en sus decisiones, basándose en lo

dispuesto supletoriamente en los arts. 303 y 304 de la LEG.

Con lo segundo, confirmaba expresamente, en cuanto a la

acción por despido, a la doctrina de la caducidad como

institución jurídica distinta de la prescripción y de peculiares

efectos, incorporando a la norma legislativa una reiterada

doctrina jurisprudencial en la que desde la STS de 7 de enero de

1941 se venía considerando como de caducidad y no de prescripción

el plazo para ejercitar la acción por despido, porque, como ya

advertían algunos comentaristas de la LPL de 1958, "estas

consecuencias o efectos de la caducidad a que alude el precepto

no son otros, en principio, que los que a esta institución

atribuye la doctrina, o sea, la pérdida fatal y automática del

41




